PROYECTO DE DECLARACION
La Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires,

D  E  C  L  A  R  A

 Que expresa su preocupación por la distinta asignación de recursos, partidas, asignación de personal que padecen los distritos del interior de nuestra provincia, según hayan adherido al régimen de la Policía Comunal (Ley 13.210) o Policía Distrital de Seguridad (Resolución Nº 1625/04), constituyendo una infundada discriminación sin contemplar parámetros o criterios poblaciones, estadística delictual y en todos los casos la reforma policial instaurada constituye un retroceso más en función de la anhelada autonomía municipal.





FUNDAMENTOS






  En forma precedente hemos plateado nuestra preocupación por la implementación de la reforma policial, centralmente haciendo hincapié en la falta de consenso o planificación que correspondería a una seria política de Estado, y máxime por la acuciante situación que no cesa –por el contrario- cambia o muda de tipología delictual.

           Surge ante ello una serie de reformas en materia de seguridad, que desde una óptica exclusiva responsabilidad del gobierno bonaerense, ha sido incesante y que continua hasta nuestros días; pero lamentablemente carece de consensos en amplios sectores políticos y sociales de nuestra provincia.

           Consecuencia de ello los Municipios que han adherido al régimen de la Policía Comunal (Ley 13.210) o Policía Distrital de Seguridad (Resolución Nº 1625/04), sufren una infundada discriminación recibiendo la responsabilidad –casi absoluta- en materia de seguridad ciudadana de la noche a la mañana, y ello sin contemplar parámetros o criterios poblaciones, estadística delictual y en todos los casos la reforma policial instaurada constituye a nuestro entender un retroceso más en función de la anhelada autonomía municipal.
           En ese contexto mediante el Decreto 1383/2004 el gobierno provincial del Ingeniero Felipe Solá promulgó la Ley 13.210 creando una nueva fuerza de seguridad en los municipios del interior bonaerense, y centralmente se destaca que depende funcionalmente del Intendente - reservando dependencia orgánica del Ministerio de Seguridad-, y teniendo actuación en los Municipios con una población que no podrá exceder los setenta mil (70.000) habitantes. Para acceder a este “beneficio” tendrán que adherir mediante convenio que suscribe el Intendente y que entrará en vigencia únicamente luego de que sea aprobado por los respectivos Concejo Deliberante. 

           Los recursos económicos, materiales y humanos que se asignan a cada Municipio se fijan en el convenio, en función de actuales recursos, cantidad de habitantes, superficie territorial e índice de criminalidad.  Es optativo para el P.E transferir la administración de partidas presupuestarias asignadas a sueldos, horas extraordinarias, combustible, mantenimiento, reparación de vehículos, entre otros. 

 
Cabe consignar que no obstante las objeciones esgrimidas, la legislatura provincial aprobó oportunamente el proyecto de Creación de las Policías Comunales, sin permitir ningún tipo de aportes, disensos o alternativas de la oposición, y generando una verdadera transferencia a los Municipios de un deber indelegable del Estado Provincial: la seguridad ciudadana. 

 
Nuestro partido expreso su rechazo al proyecto del Gobernador Solá, ello a través del documento suscripto por las autoridades del Comité Provincia, el Foro de Intendentes y votando en consecuencia la totalidad del Bloque de Diputados provinciales al igual que en el Senado, y expresando una postura coherente y uniforme del radicalismo bonaerense. 

 
La nueva estructura policial tiene como único objeto deslindar responsabilidades propias del Poder Ejecutivo Provincial - como brindar el servicio de seguridad pública - en los Municipios, y sin marcos referenciales ni consensos a la vista, persistiendo a nuestro entender innumerables interrogantes que surgen de una desprólija e incompleta legislación.


El análisis de las disposiciones normativas arrojan una innumerable cantidad de dudas o vacíos legales preocupantes, y si bien algunas fueron planteadas otras tienen que ver con la responsabilidad legal –civil o penal- que podría surgir para los municipios y/o sus funcionarios por los eventuales perjuicios que pueden ocasionar el accionar de la nueva fuerza, y la consiguiente carga para los contribuyentes que soportarán la responsabilidad con un notable incremento de las Tasas municipales.

          Este diagnóstico agravado por las denuncias públicas –hasta de integrantes del propio oficialismo y nunca desmentidas categóricamente- sobre presiones de diversa índole hacia los Jefes Comunales para que adhieran al nuevo régimen, pero lo cierto es que el Ministerio de Seguridad lamentablemente no ha puesto las mismas energías para descentralizar los recursos efectivamente a los distritos.

          Caso contrario sí no fuera así, estaríamos en presencia de una panacea que soluciona la problemática de la seguridad ciudadana en la provincia de Buenos Aires por arte de magia, y por ejemplo sí destina partidas presupuestarias, porqué no lo concretó esta administración hasta la fecha o en su defecto deberán reconocer una política centralista a espaldas de las reales necesidades para brindar el servicio en cada distrito.

        La resolución del gobierno provincial en esta materia atomiza la toma de decisiones en un área con alta sensibilidad social, y donde la necesaria planificación puede estar ausente; contraponiéndose a los modelos de organización judicial y administrativos vigentes, es más contrariándolos flagrantemente por razones de competencia y materia. 

 
Estamos en presencia de un retroceso más en función de la anhelada autonomía municipal, y la creación de esta figura profundiza el tratamiento desigual que han merecido los partidos del interior con respecto a los del conurbano bonaerense, dejando a los integrantes de la actual policía en los primeros, reclutando nuevo personal para los segundos a través de la llamada Policía 2 y creando allí también recientemente las policías distritales.

        Cabe consignar que la medida acarrea irritantes diferencias entre quienes adhieran a la ley y quienes no lo hagan, superponiendo mandos e instrucciones; finalmente, al no estar enmarcada en una verdadera política de seguridad pública, sino que es parte de normativas parciales que nadie sabe explicar como se articularán y por ende no puede representar una respuesta racional a la problemática planteada.

        Seguramente se podrán efectuar consideraciones o réplicas técnicas a los requerimientos formalizados, pero entendemos como razonable reparar la falta de dialogo y la necesaria construcción de una política de Estado en materia de seguridad, y en dónde tanto la oposición como los municipios no pueden considerarse convidados de piedra.     


Por las razones expuestas, estimo razonable producir en breve las rectificaciones necesarias no solo en los aspectos normativos sino también en la implementación práctica, y ello en calidad de un aporte más para no afectar la gobernabilidad de los municipios o el necesario funcionamiento de las fuerzas de seguridad, y en base a los argumentos sostenidos requiero de los Sres Diputados el acompañamiento para la aprobación de la presente iniciativa. 

